TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, junio trece (13) de dos mil dieciséis (2016)             

Acta No. 275 de junio 13 de 2016
Expediente No. 66001-31-03-003-2011-00235-01
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por los señores Luis Albeiro Marín Ramírez y Gloria Inés Valencia, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 4 de junio de 2014, en el proceso ordinario que en contra de los recurrentes promovió el señor Jorge Iván Ramírez Otálvaro.

I.      ANTECEDENTES

1) Con la acción instaurada pretende el demandante: 

1.1 Se declare simulado el contrato de compraventa contenido en la escritura pública No. 5110 del 24 de octubre de 2008, otorgada en la Notaría Quinta de Pereira, celebrado entre los señores Luis Albeiro Marín Ramírez y Gloria Inés Valencia.

1.2 En consecuencia, se declare su nulidad; se cancele la respectiva escritura y su registro y se ordene a la parte demandada la restitución del bien al patrimonio del señor Luis Albeiro Marín Ramírez.

1.3 Si los demandados demuestran que hubo la intención de realizar una donación entre vivos, se haga prevalecer la donación oculta, declarando la nulidad de la misma por falta de insinuación.
1.4 Se condene en costas a los demandados.
1.5 “Las innominadas que resulten probadas en este trámite”.

2) Los hechos en que se apoyan esas pretensiones admiten el siguiente resumen:
2.1 El señor Luis Albeiro Marín Ramírez era el propietario inscrito de  una casa de habitación ubicada en el conjunto residencial Villas del Jardín, etapa III, distinguida con el No. 45, cuyos linderos se encuentran determinados en la escritura pública número 5110 del 24 de octubre de 2008, otorgada en la Notaría Quinta de Pereira.
2.2 Desde hace aproximadamente cinco años el mismo señor le adeuda al demandante una suma de dinero superior a los $300.000.000, respaldada en pagarés. También es deudor de otras personas naturales y jurídicas, entre ellas la Dian, Bancolombia y el Municipio de Pereira.

2.3 Era además el representante legal de la sociedad Recambios Ltda., persona jurídica con domicilio principal en Pereira, que por motivos de una mala administración tuvo que cerrar sus establecimientos de comercio y es acreedor de la misma sociedad, la que a su vez posee créditos insolutos con un sinnúmero de personas naturales y jurídicas de la ciudad.
2.4 La señora Gloria Inés Valencia es la suegra del señor Luis Albeiro Marín Ramírez, como consecuencia de la unión marital de hecho existente entre este y la señora Diana Constanza Pérez Valencia, hija de la primera.
2.5 Para evitar el embargo de sus bienes y ser obligado al pago de sus obligaciones con el remate de los mismos, el señor Marín Ramírez, en un acto de mala fe, traspasó la propiedad del inmueble de que trata este litigio a Gloria Inés Valencia, sin que esta cancelara dinero alguno por lo que aparentemente estaba comprando.
2.6 El señor Luis Albeiro Marín Ramírez no tuvo la intención de traspasar la propiedad de su inmueble, pues a pesar de la aparente venta, sigue siendo la persona que hace las veces de señor y dueño; proporciona el dinero para el pago de los impuestos y recibe el canon de arrendamiento; incluso después de la aparente venta, el citado señor le manifestó al demandante, su primo hermano, que no se preocupara por el dinero que le debía porque los bienes que había traspasado seguían siendo suyos y que tenía como responderle. La señora Diana Constanza Pérez Valencia le manifestó que había traspasado la propiedad a su mamá porque debía mucho dinero.
2.7 Además del referido inmueble, el demandado, en un período muy corto de tiempo, traspasó todos sus bienes a terceros, en ventas ficticias y se ausentó del país por espacio de dos años aproximadamente para evitar que le cobraran las acreencias pendientes. Las ventas las hizo con el fin de protegerse, ante su vulnerable estado económico y para no quedar en la quiebra absoluta.

2.8 La señora Gloria Inés Valencia nunca tuvo la intención de comprar el inmueble que su pariente le traspasó a título de venta,  pues no pagó el precio ya que no tiene recursos económicos para hacerlo, toda vez que no se le ha conocido trabajo; no hizo ningún retiro o préstamo bancario para cancelarlo; tampoco es la poseedora del bien, ya que no cancela los impuestos, no recibe los arrendamientos ni toma decisiones respecto a reparaciones o mejoras del predio; su intención fue defraudar a los acreedores de su yerno 
2.9 En la escritura pública No. 5110 del 24 de octubre de 2008 se expresó que la compradora pagó como precio por el inmueble que adquiría, de contado, la suma de $174.000.000, dinero que el vendedor tuvo por recibido a entera satisfacción a la firma de la escritura, pero tal hecho no es cierto, pues no existen constancias bancarias, ni de alguna otra índole que lo demuestren y tendría que estar en algún lugar.  

2.10 El aparente precio que las partes dieron al contrato de compraventa corresponde al del avalúo catastral del inmueble a la fecha de la venta. Su valor comercial es de $300.000.000. 
3) Por auto del 26 de julio de 2011 se admitió la demanda; posteriormente se ordenó inscribirla en el folio de matrícula inmobiliaria No. 290-153990 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.
4) Trabada la relación jurídica procesal, los demandados dieron respuesta al libelo por medio de distinto apoderado. Aceptaron algunos hechos de la demanda, negaron los relativos a la simulación y respecto de otros dijeron que no le constaban. A las pretensiones, se opusieron. 

5) En la audiencia que desarrolla el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil se declaró fracasada la conciliación, se escucharon los interrogatorios de las partes y se agotaron las demás etapas previstas por esa disposición.

6) Luego se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que solo aprovechó el señor José Albeiro Ramírez Otálvaro. Posteriormente, sin fundamento alguno, se otorgó nuevo traslado con idéntica finalidad. En esa oportunidad ninguna de las partes intervino.

II. LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se profirió el 4 de junio de 2014. En ella la señora Jueza Tercera  Civil del Circuito de Pereira declaró simulado el contrato de compraventa contenido en la escritura pública No. 5110 del 24 de octubre de 2008, otorgada en la Notaría Quinta de Pereira; ordenó inscribir la sentencia en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente al bien inmueble que constituyó su objeto; levantar la medida previa decretada; comunicar esa decisión al notario ante quien se suscribió aquel documento y condenó en costas a los demandados.

Para decidir así, encontró que el demandante está legitimado en la causa para instaurar la acción, en calidad de acreedor del señor Luis Albeiro Marín Ramírez, pues de accederse a las pretensiones, puede iniciar un proceso ejecutivo “para cobrarle los dineros que le debe” y halló como indicios de simulación, la familiaridad entre quienes celebraron el contrato; la falta de capacidad económica de la presunta adquirente del inmueble; la venta simultánea de los bienes del vendedor; el precio irrisorio de la venta y el posterior comportamiento de la compradora.
III.      LA APELACIÓN

Inconformes con el fallo, los demandados lo impugnaron.
El apoderado judicial de la señora Gloria Inés Valencia criticó cada una de los motivos que sirvieron de sustento a la funcionaria de primera sede para considerar simulado el contrato a que se refieren los hechos de la demanda. A su juicio, se trata de apreciaciones personales, sin ningún análisis jurídico que indique cómo y por qué llegó a “tal o cual conclusión”; en la “mayoría de los numerales de pruebas, sino en todos”, se mencionan una serie de situaciones, respecto de las cuales espera comiencen a ser analizadas para llegar a la conclusión sobre la certeza de la simulación, “o lo que para la Corte Suprema de Justicia es que no se probo (sic) a cabalidad dicho fenómeno”. Estima que el demandante no cumplió con la carga de la prueba para demostrar la falsedad del negocio; los indicios a que se refiere el fallo no tienen suficiente mérito para fundar en el juez la firme convicción de que el negocio fue ficticio, pues según él “las inferencias o deducciones no fueron graves, precisas, ni convergentes; es decir la prueba no fue completa, segura, plena ni convincente; y por lo tanto generan dudas”. Solicita, se revoque la sentencia.
El abogado que representa al codemandado Luis Albeiro Marín Ramírez alegó que la jueza de conocimiento declaró la simulación con fundamento en unos indicios, respecto de los cuales desconoció las reglas y conceptos que exige la doctrina y la jurisprudencia para valorarlos, pues ha debido partir de un hecho conocido para colegir otro desconocido y así no procedió en la sentencia recurrida. Censuró los argumentos que contiene el fallo y en los que encontró el despacho la prueba de la simulación, para concluir que las pruebas recogidas demuestran que ella no existió. Adujo además que el título valor que dice el actor le adeuda, fue suscrito tres años después de celebrado el contrato que aquí se discute y surgió de presiones físicas y morales que el actor ejerció contra la familia (retención ilegal), a sabiendas de que la obligación inicial ya había sido cancelada, hechos que son materia de investigación por la Fiscalía Especializada Delegada ante el Gaula. Solicita se revoque el fallo y en su lugar, se nieguen las pretensiones de la demanda. 
IV.      CONSIDERACIONES

1) Están dadas las condiciones para desatar de fondo la controversia y ninguna causal de nulidad se observa que pueda invalidar lo actuado.

2) Con la acción instaurada se pretende obtener la declaración de ser simulado el contrato de compraventa contenido en la escritura pública No. 5110 del 24 de octubre de 2008, otorgada en la Notaría Quinta de Pereira.

3) En el ordenamiento jurídico no existe una disposición que de manera precisa especifique quiénes puedan ejercer la acción de simulación y ha sido la Corte Suprema de Justicia, a lo largo de su jurisprudencia, la que se ha encargado de desarrollar, además de lo relativo a sus alcances y presupuestos, lo concerniente al interés para proponerla, todo en el escrutinio del artículo 1766 del Código Civil y ha dicho de manera reiterada que de ella son titulares no solo las partes que intervinieron o participaron en el concilio simulatorio y, en su caso, sus herederos, sino, también, los terceros, cuando el acto atacado les acarrea un perjuicio cierto y actual. Concretamente, cuando es un acreedor el que promueve la acción, ha dicho:
“2.-Con relación a la acción de simulación, cuya naturaleza jurídica es de prevalencia, no ha sido pacífico elucidar quiénes tienen interés para su ejercicio, debido a que un contrato no puede quedar expuesto a que cualquier persona que simplemente conozca de su existencia, pueda, cuando a bien lo tenga, asistirle interés para que refulja la verdad. 

La jurisprudencia, sin embargo, tiene decantado el punto, al aceptar que la legitimación para el ejercicio de dicha acción, se encuentra radicada no sólo en cabeza de las partes contratantes, y en sus herederos, según el caso, lo cual es apenas comprensible, sino también en los terceros, pero sólo cuando el negocio fingido les irroga a éstos, al igual que a aquéllos, un perjuicio serio, cierto y actual, porque de aceptarse una total libertad, en lugar de crearse certeza y confianza en el tráfico jurídico, ello generaría caos e inseguridad. 

Por esto, la Corporación tiene sentado que la restricción en comento no cobija a los “acreedores de quien transfiere el dominio de los bienes que conforman su patrimonio a través de una negociación aparente, en el entendido de que aquellos ostentan interés en la reintegración de dicha universalidad jurídica, que es la ‘prenda general’ de garantía para el pago de todas sus acreencias, razón por la cual, entre otras facultades, los reviste de legitimidad para solicitar, por vía judicial, que se declare la simulación del contrato así realizado”
. 

…

 
En ese orden, surge claro que quien blande el título de acreedor, no cuenta con libertad absoluta para ejercitar la acción de simulación, porque en coherencia con la jurisprudencia, para el efecto se requiere, además, que esa calidad sea anterior o concomitante al contrato impugnado, pues es apenas natural entender que la prenda general de la garantía del deudor se debe tomar en el estado en que se encuentra. 

Desde luego, si el artículo 2488 del Código Civil, prescribe que “[t]oda obligación personal da al acreedor el derecho de perseguir su ejecución sobre todos los bienes raíces o muebles del deudor, sean presentes o futuros”, esto supone una obligación preexistente al negocio jurídico que se controvierte, por cuanto el patrimonio de una persona, al momento de obligarse, es el que al fin de cuentas determina la seguridad del acreedor. 

… 

En otras palabras, el crédito del demandante de la simulación, así no esté documentado o declarado judicialmente, necesariamente debe preceder al acto o contrato simulado, puesto que se instituye como un requisito para hablar de la garantía. Sin el crédito, de nada sirve la preexistencia, inclusive potencial, de bienes en poder del deudor; por lo mismo, la vida de la prenda general del deudor, se supedita a la existencia de la obligación, al punto que ésta es la que, por lo general, conduce, en detrimento del acreedor, a la simulación. 

Si el crédito no ha nacido ni existe al momento del acto fingido, es apenas lógico que no se puede hablar de un perjuicio serio, cierto y actual. El acreedor posterior del negocio simulado, por lo tanto, no puede, escudriñar en el pasado de quien para entonces no era su deudor, de ahí que en protección del principio de seguridad jurídica, la prenda general de garantía, debe recibirla como se encuentra, en el entendido que la conoce y asume sus consecuencias, circunscrita, como ha quedado dicho, a los bienes presentes y futuros. Por esto, como tiene sentado la Corte, “el soporte legal de la acción [de simulación] se halla en los artículos 2488 y 1766”
, que no exclusivamente en este último…”

Con la demanda aportó el actor, entre otros, los siguientes documentos:

.- Copia auténtica de un pagaré que aceptó el señor Luis Albeiro Marín Ramírez a la orden de Jorge Iván Ramírez Otálvaro, por $40.000.000, el 5 de julio de 2008, para ser cancelado el “1ro de julio del 2008”
.
.- Copia auténtica de una letra de cambio, aceptada por Luis Albeiro Marín Ramírez, a la orden de Jorge Iván Ramírez Otálvaro, por $10.000.000, el 26 de agosto de 2006, para ser cancelada el 10 de mayo de 2009
.

Demuestran esos documentos que el señor Luis Albeiro Marín R. se constituyó deudor del demandante, desde antes de la fecha en que se celebró el contrato que se dice simulado, acto que como ya se indicara, se perfeccionó el 24 de octubre de 2008.
De otro lado, en el escrito por medio del cual se formuló la acción, concretamente en el hecho  décimo segundo, se indicó que en un período muy corto de tiempo, el demandado Marín Ramírez traspasó todos sus bienes a terceros, en ventas ficticias y se ausentó del país. 
Que el deudor carezca de bienes es una negación indefinida que no requiere prueba de acuerdo con el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil. El hecho contrario ha debido acreditarlo aquel  demandado, quien al responder el hecho de que se trata dijo que no era cierto, pero dejó de probar que tuviera otros en su patrimonio, que el acreedor pudiera perseguir, para obtener el pago de lo que se le adeuda.

Significa lo anterior que el demandante tiene interés jurídico serio, cierto y actual para demandar el contrato de compraventa del que dice es mera apariencia y que se celebró para defraudar sus intereses como acreedor. Por ende, está legitimado en la causa por activa. 
No sobra anotar que de acuerdo con la jurisprudencia arriba transcrita, los demás títulos valores aportados con la demanda
 no autorizan al actor para ejercer la acción. El primero porque se trata de un pagaré aceptado por la sociedad Recambios Ltda., y el segundo porque lo suscribió el señor Luis Albeiro Marín con posterioridad a la fecha en que se celebró el contrato atacado.

También están legitimados por pasiva los señores Luis Albeiro Marín Ramírez y Gloria Inés Valencia, quienes suscribieron aquel contrato,  como lo acredita la copia auténtica de la escritura pública No. 5110 del 24 de octubre de 2008, otorgada en la Notaría Quinta de Pereira y que se inscribió en el folio del inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-153900 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira
.

4) La simulación de un contrato implica el acuerdo de las partes orientadas a producir externamente un acto jurídico que no es real, porque no han tenido ese propósito y en tal caso se habla de la simulación absoluta, o solo disfrazan su verdadera intención aparentando un negocio distinto del que en realidad han celebrado, evento en el cual se está frente a una simulación relativa.

En uno y otro caso la simulación supone convenio de voluntades para celebrar un negocio que no es real o que es diferente y para mantener oculto el único y verdadero propósito que los anima. De tratarse de simulación absoluta, el negocio jurídico no nace a la vida jurídica, porque ninguno ha querido celebrar las partes; de tratarse de la relativa, el negocio jurídico existente será el que deciden mantener en secreto.

En los hechos y en las pretensiones de la demanda dejó de expresarse la clase de simulación que se pretende sea declarada, es decir, la absoluta o la relativa. De conformidad con la doctrina del derecho procesal, es deber el juez interpretarla para desentrañar la verdadera intención del demandante y con el fin de que esa tarea resulte racional y lógica, resulta menester analizar en su integridad el contenido del libelo.

En desarrollo de tal labor, encuentra la Sala que en los hechos de la demanda se expresó que el señor Luis Albeiro Marín Ramírez simuló vender el inmueble de su propiedad, con la finalidad de evadir el embargo y remate de ese bien en pago de las acreencias que tenía con el demandante, sin que haya tenido el propósito de transferir el dominio y tampoco el de adquirirlo por parte de la señora Gloria Inés Valencia, quien no canceló el precio.

En esas condiciones puede deducirse que lo deprecado por la demandante es la simulación absoluta del contrato referido al aducir que no tuvieron los demandados la intención de celebrar alguno.
5) La existencia del contrato que se dice simulado, se acreditó con la copia auténtica de la escritura pública No. 5110 del 24 de octubre de 2008, otorgada en la Notaría Quinta de Pereira, por medio de la cual el señor Luis Albeiro Marín Ramírez transfiere a título de venta, a la señora Gloria Inés Valencia, el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria número 290-153990 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, por la suma de $174.000.000, acto inscrito en esa oficina
. 

6) Aunque actualmente existe libertad probatoria para demostrar la simulación, es lo corriente que en esta clase de procesos se acuda con más frecuencia a la prueba indiciaria que permita descubrir el camino que emprendieron los supuestos contratantes para lograr el fin propuesto, toda vez que por su propia naturaleza, caracterizada por el sigilo que por lo general emplean sus protagonistas para dar al acto aparente la connotación de ser real, quienes en él intervienen tratan de evitar que queden huellas de la apariencia, lo que dificulta demostrarla mediante prueba directa.

Al respecto ha dicho la Corte:

“3. Ahora, respecto de la prueba idónea para acreditar esa apariencia de negocio, en vísperas de abordar el estudio del caso traído a esta Corporación, cumple decir que no existe limitación alguna; es decir, demostrar la existencia de la simulación convenida, trátese de una ficción absoluta o relativa, no es un asunto que esté restringido o supeditado a un medio persuasivo en específico; es posible, por tanto, acudir libremente a cualquier elemento de juicio para llevar a la conciencia del sentenciador el convencimiento de lo aparentado o, dado el caso, para descartar su presencia, por ello, la parte interesada tiene la prerrogativa de acudir a los diferentes mecanismos de convicción que estén a su alcance…
Sin embargo, la experiencia así lo ha enseñado, dadas las características de la conducta de quienes fingen el estado de cosas proyectado, que regularmente ocultan a los ojos de terceros dicho proceder, que aducción de prueba directa, en la mayoría de las veces, resulta de gran complejidad y, persuadidos en ese sentido tanto la doctrina como la jurisprudencia, igualmente, han consolidado el criterio de que la atestación de la apariencia denunciada está afincada, por excelencia, en los indicios. 

…

De manera enunciativa, la Corporación señaló las siguientes circunstancias que estructuran esa clase de prueba: 

De ordinario, se establecen por indicios de la simulación, ‘el parentesco, la amistad íntima, la falta de capacidad económica del adquirente, la retención de la posesión del bien por parte del enajenante, el comportamiento de las partes en el litigio, el precio exiguo, estar el vendedor o verse amenazado de cobro de obligaciones vencidas, la disposición del todo o buena parte de los bienes, la carencia de necesidad en el vendedor para disponer de sus bienes, la forma de pago, la intervención del adquirente en una operación simulada anterior, etc.’, ‘el móvil para simular (causa simulandi), los intentos de arreglo amistoso (transactio), el tiempo sospechoso del negocio (tempus), la ausencia de movimiento en las cuentas bancarias, el precio no entregado de presente (pretium confesus), el lugar sospechoso del negocio (locus), la documentación sospechosa (preconstitutio), las precauciones sospechosas (provisio), la no justificación dada al precio recibido (inversión), la falta de examen previo por el comprador del objeto adquirido, especialmente cuando se trata de un bien raíz, etc. (CSJ SC, 13 de octubre de 2011, rad. 2002 00083-01). 

4. Pero, al margen de qué mecanismo o medio de persuasión logre permear el juicio del sentenciador, cierto es, que, como toda decisión judicial, la proferida debe estar, inomisiblemente, apalancada en las pruebas allegadas por los extremos de la contienda o aquellas que buenamente haya dispuesto el funcionario incorporar de manera oficiosa y, por supuesto, en la medida en que cumplan las exigencias previstas en la ley en torno a los términos u oportunidades para su petición y aducción (arts. 174, 179, 180 y 183 del C. de P.C); además, atendiendo la naturaleza del instrumento probativo pertinente, en el mismo debe encontrarse ese poder de convicción para dar por establecido el hecho  tema de prueba y, como en el asunto de marras, la labor demostrativa gira alrededor del indicio, con mayor veras, el juzgador ha de estar atento a razonar en forma tal que al plasmar su decisión la misma traduzca la realidad de lo acontecido.
Así lo puntualizó la Corte: 

Y si bien en la labor de la ponderación de la prueba indiciaria el juez se encuentra asistido de cierta autonomía o poder discrecional, no puede desentenderse, cuando se trata de litigios de esta naturaleza, del deber en que se encuentra, como lo advierte Héctor Cámara en su obra, de sondear con esmero hasta los más insignificantes detalles que rodean el hecho, porque un indicio que a prima facie parezca insignificante, puede darle el hilo conductor de la investigación’ (cas. Marzo 26/1985, mayo 10/2000, exp. 5366), siendo necesario ‘que los indicios y las conjeturas tengan el suficiente mérito para fundar en el Juez la firme convicción de que el negocio es ficticio; lo cual sólo ocurrirá cuando las inferencias o deducciones sean graves, precisas y convergentes. Vale decir, la prueba debe ser completa, segura, plena y convincente; de no, incluso en caso de duda, debe estarse a la sinceridad que se presume en los negocios (In dubio benigna interpretatio ad hibenda est ut magis negotium valeat quam pereat)’ (cas. Junio 11/1991) CSJ SC, 13 de octubre de 2011, rad. 2002 00083-01)…”
 
7) No existe en el proceso prueba directa de la simulación, pero sí algunas que permiten hallar indicios para demostrar que el contrato que celebraron los demandados es solo apariencia y que se concretó para que el bien que constituye su objeto, no fuera perseguido judicialmente por el demandante, para obtener el pago de lo que le adeudaba el señor Luis Albeiro Marín Ramírez.

7.1 Vínculo entre los contratantes.

El contrato que recoge la escritura pública No. 5110 del 24 de octubre de 2008, otorgada en la Notaría Quinta de Pereira, fue celebrado entre Luis Albeiro Marín Ramírez y la señora Gloria Inés Valencia, esta es la madre de la señora Diana Constanza Pérez Valencia quien ha sido la compañera de aquel, aunque ambos afirman que estaban separados para la fecha en que celebró el contrato.
Ese vínculo entre los contratantes y que no fue controvertido,  permite inferir un indicio de simulación, porque aunque no está prohibido contratar con parientes, la experiencia enseña que a ellos se acude por la confianza que se tiene de mantener el secreto de carácter ficto del acto.
Y no se requería en este caso prueba sobre la relación de que se trata, porque no está en litigio asunto relativo al estado civil. Al efecto, ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“d.-) Los nexos familiares entre…, no han sido objeto de discusión y, por el contrario, fueron admitidos por todos los intervinientes, lo que relevaba de cualquier formalidad demostrativa para los fines del caso, en el que se les quieren dar alcances indiciarios y sin que el debate central se circunscriba al estado civil de las partes.

En un asunto de igual naturaleza dijo que


Está probado que entre los contratantes existe parentesco, pues el vendedor (…), es el padre de los adquirentes (…), así mismo hermano de (…) y cuñado de (…), lo cual hicieron saber éstos en los interrogatorios que absolvieron y dado que esa manifestación favorece a la parte contraria, de conformidad con el artículo 195 del Código de Procedimiento Civil, es admisible acogerla como confesión (SCC de 4 de agosto de 2010, rad. 2002-00623)…”
 

7.2 Singular manera como se trata de justificar la celebración del contrato
En la escritura pública por medio de la cual se perfeccionó el negocio atacado, se expresó que se trataba de un contrato de compraventa y que el precio era la suma de $174.000.000, los que declaró el vendedor recibirlos de contado y a su entera satisfacción de manos de la compradora. 
Sin embargo, al responder el hecho séptimo de la demanda, la señora Gloria Inés Valencia dijo que no se entregó ninguna suma de dinero porque el señor Luis Albeiro Marín Ramírez, socio mayoritario de la sociedad Recambios Ltda., tenía obligaciones dinerarias con Diana Constanza Pérez Valencia, su hija, que ascendían a $248.431.842, y con el señor Enrique Alberto Pérez Cardona, su exesposo, representadas en cuatro pagarés, que a ella le fueron endosados y que el bien le fue entregado en pago de tales acreencias.

El señor Luis Albeiro Marín Ramírez, en la misma oportunidad, también dijo que con el inmueble objeto del contrato de que se trata, pagó la obligación que tenía con la señora Gloria Inés Valencia, a quien Diana Constanza Pérez Valencia y Enrique Alberto Pérez Cardona, hija y exesposo de la citada señora, le endosaron cuatro pagarés por valor de $293.100.954, los que aporta como prueba. Al responder el hecho décimo séptimo dijo su apoderado que aquel señor sí recibió el dinero, en su calidad de vendedor, representado en los títulos valores que recogió o pagó a la señora Gloria Inés Valencia con la entrega del inmueble; lo mismo reiteró al responder el décimo octavo y el vigésimo. Así justifica el pago del precio.
Aceptan pues los demandados que, contrario a lo que se plasmó en la escritura pública de compraventa, la compradora no entregó, de contado, el precio del inmueble y por ende, que el vendedor tampoco lo recibió, pues también coinciden en afirmar que aquella obtuvo el bien en pago de unas sumas de dinero que este le adeudaba. Es decir, lo que efectivamente aducen es que hubo una dación en pago.

Y como no obra en el proceso prueba alguna que justifique la razón por la cual acudieron los citados señores a un contrato de compraventa para disfrazar una dación en pago, puede inferirse de tal circunstancia otro indicio sobre simulación. 

7.3 Singular manera como se trata de justificar el pago del precio

Como ya se expresara, en la cláusula cuarta de la escritura pública por medio de la cual se perfeccionó el negocio controvertido, se expresó que la venta se hace en la suma de $174.000.000, “los cuales declara el VENDEDOR tenerlos recibidos de contado y a su entera satisfacción de manos de LA COMPRADORA”.  Sin embargo, los demandados aducen que fue celebrado como pago de las obligaciones que había adquirido el señor Luis Albeiro Marín Ramírez con quien fuera su compañera, Diana Constanza Pérez Valencia, y su suegro, el señor Enrique Alberto Pérez Cardona, quienes le prestaron unas sumas de dinero. Para probar tales acreencias, arrimó el primero los siguientes documentos:
a.- Pagaré por $91.680.837, aceptado por Recambios Ltda. a la orden de Diana Constanza Pérez Valencia, suscrito el 7 de julio de 2005, para ser cancelado el 7 de octubre de 2005 y que autenticó ante Notario el señor Darío Iván Hernández Marín. Tal documento lo suscribe también el señor Luis Albeiro Marín Ramírez y fue endosado por su inicial beneficiaria, a la señora Gloria Inés Valencia
.

b.- Pagaré por $122.751.005, aceptado por Recambios Ltda. a la orden de Diana Constanza Pérez Valencia, suscrito el 6 de julio de 2006, para ser cancelado el 6 de octubre de 2006. Tal documento lo suscribe también el señor Luis Albeiro Marín Ramírez y fue endosado por su inicial beneficiaria, a la señora Gloria Inés Valencia
.

c.- Pagaré por $20.000.000, aceptado por Recambios Ltda. a la orden de Diana Constanza Pérez Valencia, suscrito el 22 de junio de 2005, para ser cancelado el 7 de enero de 2006 y que autenticó ante Notario el señor Darío Iván Hernández Marín. Tal documento lo suscribe también el señor Luis Albeiro Marín Ramírez y fue endosado por su inicial beneficiaria, a la señora Gloria Inés Valencia
.

El señor Enrique Alberto Pérez Cardona aportó, en la audiencia en la que se escuchó su declaración en el curso de la primera instancia, copia inauténtica de un pagaré por $50.000.000, aceptado por Recambios Ltda. a su orden,  suscrito el 7 de marzo de 2005, para ser cancelado el 7 de marzo de 2006 y que autenticó ante Notario el señor Darío Iván Hernández Marín
. Ese documento lo suscribe también el señor Luis Albeiro Marín Ramírez.

La persona que aparece autenticando los títulos valores descritos es el Gerente de la sociedad Recambios Ltda., hecho que se acredita con el certificado de la Cámara de Comercio incorporado al proceso
.

Es entonces la referida sociedad la deudora principal. En razón a que el demandado Marín Ramírez suscribió esos títulos sin que se encuentre plasmada la razón de ello, debe tenérsele como avalista de acuerdo con el inciso 2º del artículo 634 del Código de Comercio; a falta de mención, se entiende que garantizó el importe total de los títulos, de conformidad con el 635 y quedó obligado en los términos que corresponden al avalado de acuerdo con el 636.

Pero esa calidad, la de avalista, no significa que haya sido él quien recibió las sumas de dinero que entregaron en mutuo, a la sociedad Recambios Ltda., los beneficiarios de los títulos valores.

Por ello, no puede aceptarse que los pagarés arriba descritos sean documentos idóneos para probar la existencia de las obligaciones que dicen los demandados había adquirido el señor Luis Albeiro Marín Ramírez con Diana Constanza Pérez Valencia y Enrique Alberto Pérez Cardona, con motivo de las sumas de dinero que le entregaron a título de mutuo. Aquellas las adquirió la sociedad Recambios Ltda. 
7.4 Intervención exclusiva de la familia de la señora Diana Constanza Pérez Valencia, en los negocios que dicen los demandados precedieron a la celebración de la compraventa.

La señora citada ha sido la compañera del demandado Luis Albeiro Marín Ramírez y de acuerdo con los medios de defensa empleados, fueron aquella y sus padres Enrique Alberto Pérez Valencia y Gloria Inés Valencia, esta también demandada, quienes prestaron al  supuesto vendedor casi $300.000.000, hecho del que puede deducirse un indicio de simulación, pues ante cifra tan alta, las  reglas generales de la experiencia enseñan que normalmente se acude a  los bancos o entidades financieras para obtener esa clase de créditos y que no son los integrantes de una sola familia quienes facilitan semejante cantidad, sin garantía alguna, máxime, como se explicará a continuación, cuando ese grupo no acreditó la previa existencia de las sumas respectivas. 

7.5 Ausencia de movimientos bancarios o financieros que justifiquen la existencia de dineros en poder de los acreedores, para otorgarlos en calidad de préstamo al señor Luis Albeiro Marín Ramírez.
En el interrogatorio absuelto por la señora Gloria Inés Valencia
 dijo que Luis Albeiro le adeudaba $50.000.000 que invirtió en la empresa Recambios y que eran unos ahorros suyos. Sin embargo, cuando se le preguntó en qué banco los tenía, contestó: “Yo los tenía así prestados, los recogí, $50.000.000, y se los invertí ahí para ganar más”. De tal deuda no se hizo mención en los escritos por medio de los cuales se respondió la demanda.

El señor Enrique Alberto Pérez Cardona dijo en su declaración
 que le prestó un dinero para una inversión a Albeiro Marín, se trató de un préstamo personal; no maneja cuenta bancaria, pero todo lo que tiene lo obtuvo mientras trabajó en Japón, durante tres años, enviaba dinero que se consignaban en una cuenta a nombre de su hija Diana Constanza; así adquirió un taxi que también figuraba a nombre de ella, el que se vendió por $80.000.000 porque estaba dando pérdidas, entonces le pareció mejor inversión prestarle, de esa suma, $50.000.000 a Luis Albeiro. Para entonces no tenía cuentas bancarias a su nombre, y no la requirió para consignar el saldo de la venta del vehículo, porque esos $30.000.000 los destinó a amoblar el inmueble donde vive con su mamá. 

En la declaración rendida por Diana Constanza Pérez Valencia
 dijo que mientras estuvo en Japón tuvo cuentas en bancos de ese país; de allá regresó en el año 2013 y “no moví más porque era mientras estaba allá”. Al preguntársele en qué banco estaban depositadas las sumas de dinero que prestó a Luis Albeiro, expresó que las tenía en su casa, una parte en dólares que había estado ahorrando y la otra la sacó del Banco internacional, “las tenía en mi casa guardadas, no las tenía en el Banco colombiano porque pensaba “in¿verter (sic) y loque (sic) hacer rápido”.
Del hecho de que no quedaran huellas de la existencia de las  sumas de dinero, en entidades bancarias o financieras, de que fueran titulares los supuestos acreedores, puede inferirse otro indicio más de simulación, pues es lo normal que altas cifras se tengan por fuera de ellas.
7.6 Inexistencia de movimientos bancarios en cuentas del supuesto deudor.
Tampoco existe prueba del destino que tuvieron las sumas que por casi $300.000.000 recibió el señor Marín Ramírez de su compañera y de sus suegros.

7.7 Contradicciones entre los demandados y su hija y compañera, sobre la cuantía de los préstamos otorgados al supuesto vendedor por la supuesta compradora.
En su respuesta al líbelo, la señora Gloria Inés Valencia no hizo mención a deuda alguna que tuviera con ella el señor Luis Albeiro Marín Ramírez; se convirtió en su acreedora, tal como en ese mismo escrito se plasmó, porque su hija y exesposo le endosaron los títulos valores atrás relacionados, en ninguno de los cuales ella aparece con tal calidad y respecto de los cuales el citado señor tampoco es deudor, pues los suscribió como avalista, tal como se explicara en otro aparte de esta providencia. Sin embargo, en el interrogatorio absuelto, como ya se expresó, afirmó que en realidad le había prestado $50.000.000.
El señor Luis Albeiro Marín Ramírez, en el escrito por medio del cual contestó la demanda, tampoco mencionó que Gloria Inés Valencia le hubiese prestado suma alguna; lo que efectivamente dijo fue que le pagó a ella porque Diana Constanza Pérez Valencia y Enrique Alberto Pérez Cardona le endosaron cuatro pagarés por valor de $293.100.954. Tampoco dio cuenta de hecho como aquel en el interrogatorio absuelto
, en el que dijo que en el año 2004 entró a participar en la empresa de repuestos para vehículos que ya existía, llamada Recambios Ltda. y la señora Diana Constanza Pérez, hija de Gloria Inés Valencia y el papá  de aquella, Enrique Alberto Pérez Castaño, quienes a su vez son su compañera y su suegro, le prestaron casi $300.000.000.

A Diana Constanza Pérez Valencia se le preguntó cuánto fue el dinero que le había prestado su mamá a Luis Albeiro, pero como evadía la respuesta, de lo que se dejó constancia en el acta, requerida para que la contestarla dijo: “De mi mamá había como ciento y pico de millones, no puedo decir una cifra exacta…”. Cuando se le interrogó sobre la suma que ella había entregado al mismo señor, también en mutuo, afirmó “Más o menos 240 millones con lo de mi mamá” y al insistírsele para que contestara de manera concreta, afirmó que fueron aproximadamente cien millones.
Surgen otros indicios de simulación del hecho de que no mencione el deudor la existencia de obligación alguna con la señora Gloria Inés Valencia, a pesar de que esta y su hija a ella se refieren, y de la circunstancia de que las últimas, ambas supuestas acreedoras del vendedor, no fueron capaces de ponerse de acuerdo en la cuantía de cada una de las obligaciones de que era titular.
También de la circunstancia de que la señora Diana Constanza, a quien su compañero le debía casi $250.000.000, tal como se deduce del escrito por medio del cual aquel contestó la demanda, haya afirmado que la deuda ascendía más o menos a cien millones. Solo cuando fue requerida por el despacho para que aclarara esa contradicción, afirmó que todas las deudas estaban a su nombre,  pero “ahí hay dineros de mi papá, de mi mamá y míos”, aclaración que no se ofrece sincera porque  como ya se ha dicho, los padres de la deponente dijeron que le habían prestado a Luis Albeiro la suma de $50.000.000 cada uno y  este último no aludió a préstamo alguno otorgado por su suegra. 

7.9 Ausencia de una causa que justifique la tradición del dominio.
Es lo normal que quienes concurren a la celebración de un contrato aspiren obtener resultados económicos, pero en el asunto sometido a estudio no parece inferirse interés alguno en este sentido en el vendedor, pues ninguna utilidad le reportó el negocio. En efecto, no recibió dinero como precio y las deudas que dijo satisfacer con la tradición del bien, no eran suyas. 
La deudora principal es la sociedad Recambios Ltda., sin que haya ejercido frente a ella los derechos que le confiere el artículo 638 del Código de Comercio, según el cual, “El avalista que pague adquiere los derechos derivados del título-valor contra la persona garantizada y contra los que sean responsables respecto de esta última por virtud del título.”, teniendo en cuenta que firmó los pagarés arriba descritos como avalista y aduce que canceló los pagarés arriba descritos con un inmueble de su exclusiva propiedad. 
Tampoco recibieron provecho económico los señores Diana Constanza Pérez Valencia y su padre Enrique Alberto Pérez Cardona, pues la primera dijo que acordaron que el inmueble quedara a nombre de su mamá para venderlo posteriormente y luego repartirse las ganancias. Sin embargo, nada de eso se ha hecho aún. El segundo indicó simplemente que se acordó que la plata de su hija, su señora y la suya propia “quedara respaldada a nombre de una sola persona que fue la señora Gloria Inés Valencia”. Es decir, a pesar de las acreencias que los dos primeros tenían con Luis Albeiro y de haber recibido en pago el referido bien, no obtienen beneficio alguno del contrato que dicen realmente se celebró.
7.10 Conducta procesal de la codemandada Gloria Inés Valencia.
En el curso del proceso se decretó, a instancias del demandante, un dictamen pericial al inmueble objeto del contrato que se dice fingido, con el fin de establecer su valor comercial y el de los frutos civiles
.

El perito designado solicitó al juzgado requerir a la parte actora “para que colabore con el perito para así poder rendir el dictamen”
; en proveído del 9 de julio de 2013, se ordenó requerir a esa parte, para los fines solicitados por el experto, “so pena de las sanciones” que consagra el numeral 5º del artículo 237 del Código de Procedimiento Civil
; el 24 de julio siguiente solicitó nuevamente el perito se requiera al demandante o apoderado para que le colabore, en cuanto a indicar dirección, autorizar el ingreso, entre otros
; el 26 del mismo mes se mandó al apoderado del actor prestar la colaboración que requiere el experto para llevar a buen término la misión encomendada, y nuevamente le advirtió de las sanciones a que se podría hacer acreedor, de acuerdo con la norma citada
; el 28 de agosto del año citado, se dispuso requerir por última vez al apoderado de la parte demandante para que presentara la colaboración que se le ha exigido, “toda vez que la prueba fue por el solicitada y es quien debe ser diligente para que la misma se pueda llevar a cabo”
; el día siguiente el perito manifestó que la parte referida no le ha colaborado para nada
.

En proveído del 12 de septiembre de 2013 se solicitó al auxiliar de la justicia informar si de manera personal se ha trasladado al predio objeto de avalúo “y una vez allí no pudo tener acceso al inmueble por la falta de colaboración de la parte demandante”
. En esta oportunidad informó el perito que en dos ocasiones se ha dirigido al conjunto donde se encuentra el inmueble a avaluar, “es un conjunto cerrado con vigilancia y citófono, se comunica con los residentes, quienes manifiestan que son arrendatarios, inmediatamente llaman disque a la propietaria señor (sic) DIANA PEREZ, quien no autoriza mi ingreso”, se comunica por teléfono con dicha señora, se compromete a devolverle la llamada y no lo hace, a hablar con su abogado, y tampoco
.

Con fundamento en ese informe, el juzgado “considerando que la parte ejecutante” no ha brindado colaboración al perito, a pesar de los requerimientos que se le hicieron, le fijó sus honorarios, a cargo de “la parte ejecutante” Jorge Iván Ramírez Otálvaro y le impuso una multa por valor $2.947.500 a favor del Consejo Superior de la Judicatura
.
A juicio de esta Sala, esa sanción no procedía, pues no fue la parte demandante la que impidió el ingreso del perito al inmueble objeto de peritaje. Tal providencia, sin embargo, adquirió firmeza porque no fue recurrida.

A pesar de la decisión del juzgado, encuentra la Sala un indicio en contra de la demandada Gloria Inés Valencia, de acuerdo con el inciso 1º del artículo 242 del Código de Procedimiento Civil, porque si afirma que es la propietaria del referido bien y tenerlo arrendado, ha debido ser ella quien prestara la colaboración al auxiliar de la justicia para la práctica de la prueba, que efectivamente se frustró porque no se permitió al experto ingresar al inmueble, precisamente por la hija de la citada señora y compañera del señor Luis Albeiro Marín Ramírez.

7.11 Relación entre el arrendatario del inmueble objeto de la compraventa y la arrendadora.
En el interrogatorio absuelto, la codemandada Gloria Inés Valencia dijo no recordar el nombre de su arrendatario y que era ella quien recibía el dinero de la renta; esto último lo afirmó también el inquilino, señor Darío Benjamín Andion López
, quien expresó además que consigna aquel valor en una cuenta a nombre de Diana Pérez, hija de aquella señora, quien no tiene cuenta y le dio la orden de hacer en esa forma el pago. 

Se deduce entonces un indicio de simulación de la circunstancia de ignorar la supuesta arrendadora el nombre de su arrendatario y de no ser la persona a quien directamente se le hace el pago de la renta.

7.12 Precio vil.
De acuerdo con el certificado de tradición que se aportó con la demanda, el señor Luis Albeiro Marín Ramírez adquirió el inmueble de que se trata, por escritura pública No. 6052 del 4 de octubre de 2005, por $174.000.000; sin embargo, tres años después, el 24 de octubre de 2008, lo vende por el mismo precio, hecho del que puede inferirse un indicio de simulación, pues es lo corriente que la propiedad raíz se valorice con el transcurso del tiempo y en consecuencia, que de haberse producido un contrato de venta, o hasta de dación en pago como lo sostienen los contratantes, el precio o la suma por la que se entregó, haya sido superior, ya que de otro lado no se probó que el bien se haya depreciado o desmejorado por cualquier causa.
8) Los indicios que se acaban de relacionar están edificados sobre hechos conocidos que no admiten discusión en cuanto a su existencia; están íntimamente ligados con el que se trata de inferir; todos convergen al mismo fin; no se neutralizan, ni excluyen, son graves, precisos y concordantes y revelan la mera apariencia del contrato de compraventa que manifiestan haber celebrado los aquí demandados.
Su análisis en conjunto permite colegir que el contrato que contiene la escritura pública por medio de la cual se perfeccionó ese acto, es absolutamente simulado, artificio al que acudieron los demandados para impedir que fueron motivo de persecución, con motivo de las deudas que había adquirido el señor Luis Albeiro Marín Ramírez con el demandante.

El testimonio de la señora Diana Constanza Pérez Valencia fue tachado de sospechoso por el apoderado de la parte actora
 y como tal lo tuvo la jueza de primera sede, a quien se le concede la razón porque como se vio, las versiones que rindió fueron contradictorias con los dichos de los demandados. Su intención, sin lugar a dudas, no fue otra que la de favorecer al demandado Luis Albeiro Marín Ramírez, con quien ha tenido una relación marital, y a la otra accionada, su progenitora, ambos los partícipes del contrato que solo fue apariencia.

También fue tachado de sospechoso el testimonio de la señora Jennifer Londoño Montoya por los abogados de los demandados
, tacha respecto de la cual, la jueza de primera sede omitió pronunciarse, lo que tampoco hará esta Sala porque sus dichos no fueron apreciados, en razón a que de ellos nada se infiere con grado de certeza que permita deducir la simulación, pues los hechos que al respecto expuso llegaron a su conocimiento por comentarios del demandante.

Otros testimonios y documentos que obran en el proceso no serán valorados porque no acreditan lo que era menester en esta causa.
9) La Sala comparte los argumentos de los apoderados impugnantes en cuanto a las críticas que hicieron a la valoración probatoria que hizo el juzgado de primera sede para encontrar los indicios de simulación, pues no expresó con suficiencia los hechos que encontró probados y que le permitieron deducir los que no lo estaban, mediante un proceso de inferencia lógica. Sin embargo, ese desacierto lo corrigió la Sala en esta providencia. 

Además, porque tuvo como indicios: a) la venta de otro inmueble por parte de Luis Albeiro y la existencia de un proceso de simulación, con motivo de esa venta, que no se demostraron con prueba idónea; b) la falta de colaboración de la parte demandada para la práctica del dictamen pericial, “a pesar de ser requerida”, pues como se explicó en otro aparte de esta providencia, la funcionaria de primera sede a quien requirió con esa finalidad, fue al  demandante y a su apoderado. 
No se acogen, empero, las valoraciones probatorias que hicieron,  siendo menester agregar, en relación con las manifestaciones de quien representó a la señora Gloria Inés, que: a) lo relacionado con la presunción de ser Diana Constanza Pérez propietaria de la mitad del inmueble, en razón a la sociedad patrimonial que se formó entre ella y Luis Albeiro, carece de cualquier fundamento jurídico; lo que en su momento puede presumirse es la existencia de una sociedad patrimonial entre ellos, con motivo de la unión marital de hecho, de conformidad con el artículo 2º de la ley 54 de 1990, modificado por el 1º de la ley 979 de 2005; b) no es cierto, como lo afirma en sus alegatos, que Albeiro haya manifestado  que como el inmueble hacia parte de los activos de la sociedad patrimonial, a él le correspondía el 50% de su valor comercial, ni que por esa razón haya aceptado entregarla como “pago solamente por el valor del predial y para no incrementar “el valor del traspaso del mismo”; c) en el proceso sí se controvirtió el valor real del inmueble y fue por esa razón que a instancias del demandante se decretó un dictamen pericial, que no practicó por los motivos que aquí se indicaron en otro aparte de esta providencia; d) lo relacionado con la capacidad económica de la señora Gloria Inés Valencia no se valoró en esta instancia como indicio de la simulación; e) tampoco es cierto, como se afirmó en los alegatos, que el inmueble estuviere afectado con patrimonio de familia para la fecha de la venta; el certificado de tradición no da cuenta de hecho como ese.

Respecto de los argumentos del apoderado del señor Luis Albeiro Marín Ramírez es prudente señalar que la acreencia por $300.000.000, representada en uno de los títulos valores aportados con la demanda, suscrito con posterioridad a la fecha en que se celebró el contrato, no sirvió de sustento a esta Sala para encontrar en el actor la legitimación en la causa para demandar la simulación del multicitado contrato y por tanto, tampoco era del caso analizar si esa obligación se satisfizo o no. 
10) Se solicitó también en la demanda que como consecuencia de la simulación, se declarara la nulidad del contrato atacado; se ordenara a la demandada (sic) restituir en forma inmediata el bien inmueble al patrimonio del señor Luis Albeiro Marín Ramírez y “Las innominadas que resulten probadas en este trámite”, sobre las que dejó de pronunciarse la funcionaria de primera sede. Tal omisión no puede suplirla esta Sala de acuerdo con  el artículo 311 del Código de Procedimiento Civil,  porque la parte demandante no apeló ni adhirió al recurso que interpusieron los demandados.
V.
CONCLUSIONES Y DECISIÓN

La sentencia que se revisa será entonces confirmada, aunque por los motivos aquí expuestos y se aclarará el ordinal primero, en el sentido de que la simulación declarada es la absoluta.
En razón a la decisión que se ha de adoptar, no es del caso emitir pronunciamiento alguno en relación con la pretensión quinta de la demanda.

La parte demandada será condenada a pagar las costas causadas en esta instancia.

Para la mayoría de la Sala no es del caso fijar agencias en derecho, por cuanto se trata de tema ajeno al recurso de apelación y por ende, se aplica el Código General del Proceso.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

F A L L A: 


PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 4 de junio de 2014, en el proceso ordinario instaurado por el señor Jorge Iván Ramírez Otálvaro contra los señores Luis Albeiro Marín Ramírez y Gloria Inés Valencia, ACLARANDO el ordinal primero, en el sentido de que la simulación declarada es la absoluta. 
SEGUNDO.- Costas a cargo de los impugnantes, a favor del demandante. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



(con salvamento parcial de voto)
DUBERNEY GRISALES HERRERA


(con aclaración de voto)
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Pereira, Junio 13 de 2016
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Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en esta misma fecha, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con la no fijación de agencias en derecho, con motivo de la condena en costas que se impuso a la parte demandada.

A mi juicio, han debido tasarse porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la sentencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice:

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandada lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, como no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado, han debido establecerse las agencias en derecho en aquella providencia; además liquidarse y aprobarse las costas en esta sede, de acuerdo con los argumentos planteadas y tal como lo ha venido haciendo la Corte Suprema de Justicia, en providencias dictadas este año, en las que impuso condena en costas y ordenó además que fueran liquidadas por la Secretaria
.

Claudia María Arcila Ríos
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